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Señores 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGENA 

E.  S.  D. 

 

 MEDIO DE CONTROL:  REPARACIÓN DIRECTA 

 DEMANDANTE:  MAIRA ALEJANDRA PÉREZ MARTÍNEZ 

DEMANDADOS: ALIANZA FIDUCIARIA S.A., COMO VOCERA Y 

ADMINISTRADORA DEL FIDEICOMISO AQUARELA Y 

OTROS 

RADICADO: 13-001-33-33-005-2021-00090-00 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA – PROPOSICIÓN DE 

EXCEPCIÓN PREVIA Y EXCEPCIONES DE MÉRITO 

 

DAVID GARZÓN GÓMEZ , mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía No. 

80.816.796 de Bogotá D.C., abogado en ejercicio, titular de la tarjeta profesional No. 

162.041 del C. S. de la J., obrando como apoderado especial de la sociedad 

ALIANZA FIDUCIARIA S.A., COMO VOCERA Y ADMINISTRADORA DEL FIDEICOMISO 

AQUARELA, identificada con NIT 830.053.812-2, de manera respetuosa presento ante 

ustedes contestación de la demanda incoada dentro del proceso del asunto, en los 

términos que a continuación se señalan. 
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1. OPORTUNIDAD 

 

En el presente caso, mi representada Alianza Fiduciaria S.A. no fue debidamente 

notificada del auto admisorio de la demanda, en tanto el correo electrónico de 

notificación fue remitido a un buzón diferente al consagrado en su certificado de 

existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio de Bogotá 

(notificacionesjudiciales@alianza.com.co). Por lo anterior, con el presente escrito, mi 

mandante se notifica por conducta concluyente de dicha providencia, de manera que, 

al no haber comenzado a correr en debida forma el término para la contestación de 

la demanda, el presente escrito es oportuno.  

 

2. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS PLANTEADOS 

1. Es parcialmente cierto. Se precisa que el objeto del contrato citado fue la 

transferencia y adquisición del derecho de dominio y posesión del 

apartamento 06Q de la torre Aquarela Etapa 2, localizada en la ciudad de 

Cartagena. 

mailto:notificacionesjudiciales@alianza.com.co
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2. Es parcialmente cierto. La cláusula séptima previó el pago de 120 salarios 

mínimos legales vigentes a la fecha de la suscripción de la escritura de 

cumplimiento, así: A) la suma de $ 28.230.000, pagaderos por cuotas entre 

abril de 2016 y septiembre de 2018, aunado a una cuota de ajuste y al pago 

de intereses moratorios, y B) la suma de $ 65.870.000, que sería pagada 

mediante un crédito que la promitente compradora debía solicitar. 

3. Es cierto, pero en los términos detallados en respuesta al hecho anterior. 

4. Es parcialmente cierto. Como se anticipó en respuesta al hecho 1, el objeto 

del contrato citado fue la transferencia y adquisición del derecho de dominio 

y posesión del apartamento 06Q de la torre Aquarela Etapa 2, localizada en 

la ciudad de Cartagena, el cual se desarrollaría en los inmuebles detallados 

en este hecho. 

5. Es parcialmente cierto. Conforme a la cláusula novena, la obligación de 

suscribir la escritura pública de cumplimiento recayó en la sociedad Alianza 

Fiduciaria S.A. como vocera del Fideicomiso Aquarela, mientras que la 

obligación asignada a la sociedad Promotora Calle 47 S.A.S. (como 

promitente vendedora) se limitaba a avisar a la promitente compradora la 

fecha en la que constituiría dicho instrumento. 

6. Es parcialmente cierto, pues, como se indicó en respuesta al hecho 

precedente, la obligación de otorgar la escritura pública recaía en la sociedad 

Alianza Fiduciaria S.A. como vocera del Fideicomiso Aquarela. Sin embargo, 

como se detallará más adelante, el cumplimiento de estas obligaciones 

contractuales no fue posible debido a circunstancias no atribuibles a mi 

representada. 

7. No me consta, debe probarse dentro del proceso. 

8. No me consta, debe probarse dentro del proceso. 

9. Es parcialmente cierto. Para este tipo de asuntos, el encargado de tramitar 

las solicitudes de licenciamiento es el curador urbano correspondiente (art. 

2.2.6.1.1.3 del Decreto 1077 de 2015), trámite que, en este caso, 

correspondió al Curador Urbano N.° 1 del Distrito de Cartagena de Indias 

Ronald Llamas Bustos. Se precisa que el mentado Curador otorgó a favor de 
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la sociedad Promotora Calle 47 S.A.S. las siguientes licencias de 

construcción para el desarrollo del proyecto: 

∞ La Resolución No. 595 del 28 de diciembre de 2015, por la cual se 

concedió la Licencia de Construcción en modalidad obra nueva para la 

primera etapa. Este acto administrativo fue modificado por la Resolución 

No. 470 del 12 de septiembre de 2016. 

∞ La Resolución 486 del 23 de septiembre de 2016, mediante la cual se 

concedió licencia de construcción de la segunda etapa del proyecto. 

∞ La Resolución 611 del 2 de diciembre de 2016, por medio de la cual se 

concedió licencia de construcción de la tercera y cuarta etapa del 

proyecto. 

∞ La Resolución No. 0363 del 28 de julio de 2017, por la cual se concedió 

licencia de construcción de la quinta etapa del proyecto. 

10. Es parcialmente cierto. La Resolución 0486 de 2016, expedida por el Curador 

Urbana No. 1 de Cartagena Ronald Llamas, dispuso: 

“ARTÍCULO PRIMERO: Conceder licencia de construcción, a la sociedad 

PROMOTORA CALLE 47 S.A.S., identificada con el Nit.: 900737769-9, para 

desarrollar la torre 2 del proyecto multifamiliar VIS AQUARELA, en el lote 

resultante del englobe de los predios ubicados en la Carrera 17 N° 35-09 del 

Barrio Torices – Espinal de esta ciudad, registrados con las matriculas 

inmobiliarias 060-149317, 060-149318, 060-149319, 060-296399 y 060-

300584 (…)” 

Se precisa que el titular de la licencia fue la sociedad Promotora Calle 47 

S.A.S., en tanto la Inmobiliaria Chal S.A.S. fue la titular inicial para el 

desarrollo del proyecto conforme a la licencia concedida mediante Resolución 

N° 0595 del 28 de diciembre de 2015, la cual fue modificada y actualizada en 

favor de Promotora Calle 47 S.A.S. mediante Resolución 0470 del 12 de 

septiembre de 2016. 

11. Es cierto frente a la celebración del contrato de promesa de compraventa. No 

le consta a mi representada el ánimo o la confianza en cabeza de la 

promitente compradora, al tratarse de aspectos ligados a su esfera subjetiva. 

En todo caso, como lo afirma la demandante, la licencia referenciada es un 
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acto administrativo que se presume legal y que no ha sido anulado, al amparo 

del cual se desarrolló el proyecto inmobiliario. 

12. Es parcialmente cierto. No solo se suspendieron los efectos de la Resolución 

0486 de 2016, correspondiente a la licencia de construcción para la segunda 

etapa del proyecto Aquarela, sino también de las licencias correspondientes 

a las demás etapas de la urbanización. Asimismo, se ordenó “la inmediata 

suspensión de todo tipo de construcción o intervención en el proyecto 

MULTIFAMILIAR – VIS AQUARELA en sus cinco etapas (…), mientras se 

surta el presente proceso y hasta tanto se produzca una decisión de fondo al 

respecto”. 

13. Es cierto. 

14. Es cierto, y se destaca que es esta circunstancia -como se desarrollará en su 

momento- la que genera la ausencia absoluta de nexo de causalidad entre 

mi representada y los perjuicios causados a la aquí demandante. 

15. Es parcialmente cierto. La Resolución 0486 de 2016 fue expedida 

propiamente por el Curador Urbano Distrital N°. 1, mientras que el rol de 

Corvivienda consistió en la emisión de una certificación del cumplimiento de 

los requisitos del proyecto para vivienda VIS (aspecto que, de todas formas, 

reforzó la confianza legítima de la constructora y de los compradores frente 

al desarrollo del proyecto). En todo caso, se comparte que hubo decisiones 

administrativas que ampararon el desarrollo del proyecto, al otorgar los 

derechos de desarrollo y construcción en los términos y condiciones 

contenidos en la licencia. 

16. No es un hecho, sino apreciaciones jurídicas de la parte demandante. 

17. Es cierto, y ello debe analizarse a la luz de las consideraciones plasmadas 

en los autos interlocutorios 254 del 06 de diciembre de 2017, expedido por el 

Juzgado a quo, y 177 del 06 de abril de 2018 proferido por el Tribunal 

Administrativo de Bolívar. De todas formas, se anticipa que Promotora Calle 

47 S.A.S. interpuso los recursos de ley pertinentes en contra de esta 

decisión, así como acción de tutela contra la segunda providencia judicial, de 

manera que no permaneció inmóvil de cara a la medida ordenada. 
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18. No es un hecho, sino apreciaciones jurídicas de la parte demandante. 

19. Es cierto. 

20. Es cierto. Mediante Resolución 082 del 28 de febrero de 2017, el Gerente del 

Fondo de Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana Distrital 

“CORVIVIENDA”, certificó en una segunda oportunidad que: 

 

“El proyecto Aquarela; a desarrollarse por parte Fideicomiso Aquarela, 

administrado por la Alianza Fiduciaria S.A. Nit. 8300538112, sobre el predio 

ubicado en la dirección: Barrio Torices, sector El Espinal Kra. 17 No. 35-33, 

distinguido con los folios de matrícula inmobiliaria N° 060-140317-149318-

149319-296399-300584 y las referencia catastral 13001010201860022000-

130010102018160071000-13001010201860072000, de propiedad de 

Fideicomiso Aquarela, constante de ciento dieciséis (116) Unidades 

habitacionales; con las características técnicas indicadas en su totalidad y en 

los diseños arquitectónicos anexos, CUMPLE con la normatividad y las 

especificaciones técnicas reglamentarias para ser catalogadas como: 

VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL (VIS)”. 

21. No es un hecho, sino una apreciación sobre el cumplimiento del contrato, que 

no está incumplido. En todo caso, es cierto que se trata de un proyecto 

destinado a vivienda de interés social. 

22. Es cierto, aunado a los derechos conferidos en cabeza de la constructora 

para el desarrollo y construcción de la obra. Se destaca que estos negocios 

se celebran bajo el entendido que las licencias concedidas son actos 

administrativos de contenido particular y concreto que generan derechos 

adquiridos conforme a la Ley 388 de 1997, el Decreto 1077 de 2015 y la Ley 

2079 de 2021. 

23. No es un hecho, sino una apreciación jurídica de la parte demandante. Sin 

embargo, esta imputación detalla la ausencia de vínculo entre el daño 

antijurídico que se depreca y la actuación de Promotora Calle 47 S.A.S. y de 

Alianza Fiduciaria S.A., quienes actuaron en todo momento bajo la normativa 

vigente para el desarrollo del proyecto Aquarela. 

24. No es un hecho, sino un juicio de legalidad de la parte demandante frente a 

la licencia. Se destaca que, a la fecha de la presentación de este escrito, no 
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existe decisión judicial en firme que se haya pronunciado respecto de la 

legalidad del acto administrativo en cita. 

25. No es un hecho, sino una transcripción del auto interlocutorio 254 del 06 de 

diciembre de 2017 (pág. 31), en su momento impugnado por parte de 

Promotora Calle 47 S.A.S. Se precisa que la medida de suspensión en 

cuestión hace referencia al hecho 12 de la demanda. 

26. No es un hecho, sino consideraciones jurídicas y paráfrasis derivadas de las 

consideraciones del auto del Tribunal. De todas formas, tales planteamientos 

son erróneos, pues los magistrados no explican cuál es el efecto real de la 

imprecisión advertida en la vulneración de los derechos colectivos, de modo 

que estas razones por sí solas no eran adecuadas para dar sustento a 

ninguna medida cautelar. 

En todo caso, si en gracia de discusión se aceptara que la presunta “falta de 

cuidado” por parte del Curador en la enunciación del barrio tuviera algún 

efecto, la Resolución No. 595 del 28 de diciembre de 2015, modificada por la 

Resolución No. 470 del 12 de septiembre de 2016, que autorizó la 

construcción de la primera etapa suspendida, no incurrió en lo que los 

magistrados consideran una imprecisión, dado que consigna que el barrio del 

inmueble es Torices. En ese entendido, y bajo la lógica del auto en comento, 

este argumento no era atinado para mantener la medida cautelar. 

27. No es un hecho, sino consideraciones jurídicas y paráfrasis derivadas de las 

consideraciones del auto del Tribunal, en los términos indicados en respuesta 

al anterior numeral de cara a la enunciación de los barrios. Adicionalmente, 

se destaca que, en este punto, se está haciendo un juicio de legalidad que 

no es propio de este medio de control de reparación directa, en tanto la parte 

actora no está atacando las licencias a las que se hace referencia. 

28. No es un hecho, sino consideraciones jurídicas y paráfrasis derivadas de las 

consideraciones del auto del Tribunal. Frente al particular, cabe destacar que 

el sistema “midas” al que recurrieron los magistrados del Tribunal es una 

herramienta que no tiene poder normativo o vinculante, y sirve de soporte a 

la ciudadanía sin que por ello reemplace una revisión de las normas 

urbanísticas adoptadas por el Plan de Ordenamiento Territorial y las normas 

que lo desarrollan, acompañado una ubicación certera del predio por medios 
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idóneos (no en un mapa virtual). De hecho, la página web hace varias 

salvedades sobre la precisión de la información1. Dicho lo anterior, los 

magistrados incurrieron en error al considerar que el tratamiento de 

mejoramiento integral impedía el desarrollo en las condiciones previstas en 

las licencias urbanísticas otorgadas. 

29. No es un hecho, sino consideraciones jurídicas y paráfrasis derivadas de las 

consideraciones del auto del Tribunal, y se precisa que la medida de 

suspensión hace referencia al hecho 13 de la demanda. Además, la norma 

citada en este numeral (decreto nacional 1000 de 2005) es impertinente y no 

fue analizada en ningún momento por el Tribunal. Frente a las 

consideraciones sobre la magnitud del proyecto, en el expediente no obraba 

prueba alguna del déficit de parqueo aludido ni estudios de tránsito que 

sustentaran el eventual impacto a las redes de transporte público, ni en punto 

a la integración a las redes de servicios públicos, de manera que la decisión 

no podía sustentarse en estas razones. Todo lo anterior, en últimas, pretende 

discutir la legalidad del acto administrativo, aspecto que no es materia del 

presente medio de control. 

30. No es un hecho, sino una apreciación jurídica de la parte accionante. 

31. No es cierto. Esta apreciación es incorrecta, a la luz de la Resolución 25 del 

12 de febrero de 2016 expedida por Corvivienda, donde se establecen los 

requisitos para formular la solicitud del CERTIVIS en los siguientes términos: 

“Artículo Primero. Requisitos para la expedición de los Certificados de Vivienda de 

Interés Social (CERTIVIS): Para la expedición de los CERTIVIS el interesado deberá 

aportar los siguientes documentos:  

 

 
1 Los términos de uso de la página web especifican: “Las áreas representadas por estos productos 

digitales son aproximadas, y no son necesariamente exactas para trazar, examinar, o dirigir 

estándares. Estos productos digitales son para propósitos ilustrativos solamente, no son 

convenientes para la toma de decisión sitio-específica, son conforme a cambios constantes, y 

pueden no ser completos, exactos o actuales. Cualquier coordenada específica puede estar en error 

por varios metros o más. El Distrito provee esta información con la comprensión que no está 

garantizada para ser exacta, correcta o completa.” (Consultado en http://midas.cartagena.gov.co el 

17 de marzo de 2022) 

 

http://midas.cartagena.gov.co/
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1. Solicitud expresa suscrita por quienes aparezcan como titulares del 

predio o persona autorizada para adelantar la construcción en el mismo (…)” 

(Subrayado y negrilla fuera del texto)  

 

Dado que la norma aplicable al trámite de marras posibilitaba que el titular 

del derecho de dominio solicitar la certificación, que en este caso era el 

patrimonio autónomo obrando por conducto de mi representada Alianza 

Fiduciaria S.A., el reproche es desacertado. 

32. No es cierto como está redactado, en tanto el contrato suscrito con la aquí 

accionante recayó sobre un apartamento perteneciente a la Etapa 2 del 

proyecto. Sin embargo, como se ha anticipado, la no suscripción de la 

escritura pública ha obedecido a la actuación antijurídica desplegada por las 

autoridades nacionales y distritales, que han impedido llevar a buen término 

el proyecto Aquarela, aun cuando cumple con todos los requisitos legales 

para su ejecución. 

33. No le consta a mi representada, en tanto se trata de circunstancias atinentes 

al fuero interno de la demandante. 

34. No le consta a mi representada, en tanto se trata de circunstancias atinentes 

al fuero interno de la demandante. 

35. No es cierto como está redactado, en tanto la cláusula citada consagró a 

título de cláusula penal “el pago de una suma equivalente al diez por ciento 

(10%) del precio total”. 

36. No le consta a mi representada, en tanto se trata de circunstancias atinentes 

al fuero interno de la demandante. De todas formas, ello hace referencia a 

una valoración jurídica y no a un hecho constatable. 

37. No es un hecho, sino apreciaciones jurídicas de la parte demandante. 

38. No le consta a mi representada, por tratarse de una actuación ajena a ella y 

a la cual no fue vinculada. 

39. Es cierto, según la constancia allegada. 

40. Es cierto, según la constancia allegada. 
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3. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LAS PRETENSIONES 

 

A LA PRETENSIÓN PRIMERA: Me opongo a que se declare patrimonialmente 

responsable a mi representada Alianza Fiduciaria S.A., al no existir vínculo de 

imputación alguno entre su conducta y el incumplimiento del contrato de promesa 

de compraventa. 

 

A LA PRETENSIÓN SEGUNDA: Me opongo a que se declare la resolución del contrato 

de promesa de compraventa, en tanto el juez de lo contencioso administrativo no 

tiene la competencia funcional para ello. 

 

A LA PRETENSIÓN TERCERA: Me opongo al pago de las sumas reclamadas por 

concepto de daños materiales y morales, como consecuencia de la oposición a la 

pretensión declarativa. 

 

A LA PRETENSIÓN CUARTA: Me opongo, al no estar las pretensiones llamadas a 

prosperar. 

 

A LA PRETENSIÓN QUINTA: Como consecuencia de todo lo anterior, me opongo a que 

se condene en costas a mi representada. 

  

4. EXCEPCIONES 

 

4.1. EXCEPCIONES PREVIAS 

 

4.1.1. CLÁUSULA COMPROMISORIA 

 

Como excepción previa dentro del presente proceso, se propone la señalada en el 

numeral segundo del art. 100 del Código General del Proceso, norma que dispone: 

 

ARTÍCULO 100. EXCEPCIONES PREVIAS. Salvo disposición en contrario, el 

demandado podrá proponer las siguientes excepciones previas dentro del término 

de traslado de la demanda: 

(…) 

2. Compromiso o cláusula compromisoria. 
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Esta excepción tiene su fundamento en lo estipulado en la cláusula décima cuarta 

del contrato de promesa de compraventa suscrito entre la señora Maira Alejandra 

Pérez Martínez y la sociedad Promotora Calle 47 S.A.S. el 30 de diciembre de 2016, 

y que se estima incumplido por parte del extremo accionado en este proceso. La 

citada cláusula estipuló lo siguiente: 

 

“DECIMACUARTA. ARBITRAMENTO: Las diferencias que ocurrieren entre las 

partes, con ocasión del presente contrato, serán sometidas a la decisión de un 

tribunal de arbitramento que funcionará en Cartagena, integrado por tres (3) árbitros 

(si el asunto es de mayor cuantía o un árbitro si es de menor cuantía) designados 

por la Sala Regional de Cartagena del Centro de Conciliación, Arbitraje y Amigable 

Composición de La Lonja de Propiedad Raíz de Cartagena, a solicitud de cualquiera 

de las partes. Los árbitros deberán decidir en derecho, por consiguiente, deberán 

ser abogados y tendrán facultad para conciliar las pretensiones opuestas. En lo no 

previsto en esta clausura, se aplicarán las normas legales vigentes sobre la materia. 

Para los efectos de esta cláusula compromisoria, se entiende por “PARTE” la 

persona o grupo de personas que sostengan una misma pretensión.” 

 

Como se deriva claramente de las pretensiones de la demanda, en esta ocasión la 

compradora busca que se resuelva el contrato celebrado con la sociedad Promotora 

Calle 47 S.A.S. a raíz de la no suscripción de la escritura pública de cumplimiento. 

Así, este aspecto se trata de una controversia de naturaleza contractual que debe 

atender a todos los asuntos pactados por las partes en el negocio que se invoca. 

Teniendo en cuenta que la relación de Alianza Fiduciaria S.A. con el presente litigio 

depende de dicho contrato, se debe declarar probada esta excepción para 

desvincular a esta sociedad del proceso. 

 

A la luz de lo anterior, surge de contera que el juez de lo contencioso administrativo 

no tiene la competencia funcional para conocer de la controversia surgida del 

contrato de promesa de compraventa celebrado entre la Promotora Calle 47 S.A.S 

y la señora Maira Alejandra Pérez Martínez y, en consecuencia, de la inescindible 

participación de Alianza Fiduciaria S.A. en su ejecución. Lo anterior es así debido a 

que la existencia del pacto arbitral enerva la actuación ante la Rama Judicial, por lo 

que debe declararse probada esta excepción para desvincular a mi representada 

de este proceso judicial. 
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4.1.2.  INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO 

 

De igual forma, se propone como excepción previa la señalada en el numeral 

noveno del art. 100 del Código General del Proceso, consistente en “no comprender 

la demanda a todos los litisconsortes necesarios”. 

 

En este caso, la demanda debe estar dirigida no solamente a las entidades 

distritales que aquí también se demandan (Distrito de Cartagena y Corvivienda), 

sino también en contra del MINISTERIO DE CULTURA DE COLOMBIA. Lo anterior es así 

teniendo en cuenta que gran parte de las actuaciones que se han adelantado en 

contra del desarrollo del proyecto Aquarela, y que han impedido que se puedan 

otorgar las correspondientes escrituras a los compradores, han provenido de la 

actuación antijurídica de esta cartera, así como de las omisiones injustificadas de 

cara a la protección del Castillo de San Felipe. Adicionalmente, como bien lo 

reconoce la parte accionante, el proceso de acción popular del cual se derivó la 

medida cautelar de suspensión de las licencias del proyecto, así como su 

construcción, fue entablado por parte de dicho Ministerio, de manera que esta 

entidad debe ser vinculada al presente proceso por haber tenido participación en la 

producción del daño que la demandante alega. 

 

Como fundamento de lo anterior, es del caso citar lo dispuesto por el art. 61 del 

CGP: 

 

“ARTÍCULO 61. LITISCONSORCIO NECESARIO E INTEGRACIÓN DEL 

CONTRADICTORIO. Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos 

respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse 

de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la comparecencia de las 

personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, 

la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, 

el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta 

a quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término de 

comparecencia dispuestos para el demandado. 

 

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez 

dispondrá la citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, 

mientras no se haya dictado sentencia de primera instancia, y concederá a los 
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citados el mismo término para que comparezcan. El proceso se suspenderá durante 

dicho término.” 

 

Por lo anterior, solicito que se vincule al Ministerio de Cultura, con el objeto de que 

haga parte del extremo pasivo del presente proceso también. 

 

4.2. EXCEPCIONES DE MÉRITO 

 

4.2.1. MARCO GENERAL DE LA CONTROVERSIA PUESTA EN CONOCIMIENTO 

 

Para comprender de mejor manera el transcurso de los eventos atinentes a este 

caso, es pertinente relatar los antecedentes que dieron lugar al desarrollo del 

proyecto inmobiliario Aquarela, que desembocó en la suscripción de contratos de 

promesa de compraventa como el aquí alegado por el extremo accionante. 

 

En el inmueble ubicado en la Carrera 17 No. 35-07, Barrio Torices, manzana 186 

de la ciudad de Cartagena, las sociedades Promotora Calle 47 S.A.S. y Alianza 

Fiduciaria S.A. iniciaron las gestiones tendientes al desarrollo del mencionado 

proyecto de vivienda de interés social “Aquarela”, al amparo del Decreto No. 0977 

de 2001, “Por medio del cual se adopta el Plan de Ordenamiento Territorial del 

Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de Indias”, la Circular del 10 de diciembre 

de 2013 y demás normas urbanísticas aplicables. Con fundamento en ello, y tras 

realizar la solicitud de licencia urbanística pertinente, mediante Resolución No. 0595 

del 28 de diciembre de 2015, el Curador Urbano No. 1 de Cartagena concedió 

licencia de construcción modalidad obra nueva – primera etapa al proyecto 

Aquarela, de uso residencial multifamiliar VIS (posteriormente modificada por la 

Resolución 0470 del 12 de septiembre de 2016). 

 

Se debe destacar que, en la parte considerativa de la citada Resolución No. 0595, 

se hace constar que: “el arquitecto ALFONSO RAFAEL CABRERA CRUZ, como 

jefe de la División de Patrimonio Cultural del Instituto de Patrimonio y Cultura de 

Cartagena, previo informe de visita técnica, constató que el inmueble ubicado en el 

barrio Torices, Manzana 186, sector 2, no se encuentra localizado en el Área de 

Influencia del Castillo San Felipe, además su uso es residencial Tipo B franja 

mixta 2” (destacado añadido). Esto se vio constatado en el oficio IPC-OFI-0000652-

2015 expedido el 04 de mayo de 2015 por el mentado funcionario, en el que informa 
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que “una vez verificado los planos y el plan de ordenamiento territorial de la ciudad 

de Cartagena, se pudo constatar que el inmueble ubicado en el Barrio Torices Mza 

186 Sector 2 no se encuentra localizado en el Área de Influencia del Castillo de San 

Felipe de Barajas (…)”. 

 

Lo anterior fue así en atención a la delimitación dispuesta mediante Resolución 043 

de 1994 expedida por el entonces Consejo de Monumentos Nacionales, “Por la cual 

se aprueba la Reglamentación para el Centro Histórico de Cartagena de Indias, 

Bolívar”. Esto quiere decir que, al momento de ser expedida la licencia primigenia, 

las sociedades Promotora Calle 47 S.A.S. y Alianza Fiduciaria S.A. tenían plena 

confianza de que el proyecto no contaba con obstáculo alguno para su adecuado 

desarrollo, al encontrarse en plena concordancia con las normas urbanísticas 

vigentes y aplicables en la ciudad de Cartagena (puntualmente para el lugar de 

construcción de la obra). 

 

Tal y como lo reconoce el extremo accionante, a través de la Resolución No. 0486 

del 23 de septiembre de 2016, el Curador Urbano No. 1 de Cartagena concedió 

licencia de construcción para la segunda etapa del proyecto Aquarela, de la cual 

hace parte el inmueble objeto del contrato de promesa de compraventa suscrito por 

Promotora Calle 47 S.A.S. con la señora Maira Alejandra Pérez Martínez. De 

manera sucesiva, y al amparo de las mismas normas urbanísticas vigentes, se 

obtuvieron las demás licencias para el desarrollo de las siguientes etapas (tercera, 

cuarta y quinta) del proyecto2. 

 

De cara al anterior panorama, se debe destacar que las aludidas licencias gozan de 

presunción de legalidad, y comportan la adquisición de derechos de desarrollo y 

construcción, conforme a lo previsto en el artículo 99 de la Ley 388 de 1997 (como 

fue modificado por el art. 35 de la Ley 1796 de 2016) y el art. 2.2.6.1.1.1 del Decreto 

1077 de 2015: 

 

“La licencia urbanística es el acto administrativo de carácter particular y 

concreto, expedido por el curador urbano o la autoridad municipal o distrital 

competente, por medio del cual se autoriza específicamente a adelantar 

obras de urbanización y parcelación de predios, de construcción, ampliación, 

 
2 Resoluciones 611 del 2 de diciembre de 2016 y 0363 del 28 de julio de 2017. 



Página 15 de 35 
 

 

modificación, adecuación, reforzamiento estructural, restauración, 

reconstrucción, cerramiento y demolición de edificaciones, de intervención y 

ocupación del espacio público, y realizar el loteo o subdivisión de predios. 

 

El otorgamiento de la licencia urbanística implica la adquisición de derechos 

de desarrollo y construcción en los términos y condiciones contenidos en el 

acto administrativo respectivo, así como la certificación del cumplimiento de 

las normas urbanísticas y sismorresistentes y demás reglamentaciones en 

que se fundamenta, y conlleva la autorización específica sobre uso y 

aprovechamiento del suelo en tanto esté vigente o cuando se haya ejecutado 

la obra siempre y cuando se haya cumplido con todas las obligaciones 

establecidas en la misma. (…)” 

 

Así, bajo la lógica de esta normativa de rango legal y reglamentario, se debe 

entender que las licencias concedidas para el desarrollo de un proyecto como 

Aquarela gozan de presunción de legalidad, y aspecto que solo puede ser 

controvertido en sede judicial tras ser puesto en conocimiento de la Jurisdicción de 

lo Contencioso Administrativo (art. 88 de la Ley 1437 de 2011). Así, una vez 

obtenidas las correspondientes licencias, en el mes de marzo de 2017, se inició la 

ejecución de la etapa I de la obra, que a octubre del mismo año estaba en el piso 

25 de la estructura.  

 

No obstante, como lo anticipó la parte actora, el Ministerio de Cultura entabló 

demanda en ejercicio de la acción popular de que trata el art. 88 de la Constitución 

Política, misma que fue admitida por el Juzgado Décimo Administrativo del Circuito 

de Cartagena mediante auto del 20 de octubre de 2017, en el que se ordenó notificar 

a los demandados3 y correr traslado de la solicitud de medidas cautelares 

(suspensión de los efectos de las licencias y de la ejecución de las obras en el 

proyecto Aquarela). Frente a ello, el 02 de noviembre del 2017, la sociedad 

Promotora Calle 47 S.A.S. descorrió traslado de la solicitud de medida cautelar, 

presentando su oposición a las mismas, aspecto que demuestra, de entrada, que 

mi representada no se quedó inmóvil de cara a la posibilidad de que el proyecto 

fuese paralizado por orden judicial. 

 

 
3 Alcaldía Distrital de Cartagena de Indias D. T. y C., Secretaría de Planeación Distrital de Cartagena, 
Curaduría Urbana Distrital No. 1 y Promotora Calle 47 S.A.S., a la cual posteriormente fue vinculada 
mi representada Alianza Fiduciaria S.A. en calidad de litisconsorte necesario. 
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A pesar de lo anterior, el despacho de conocimiento accedió a la solicitud de medida 

cautelar solicitada por el Ministerio mediante auto del 06 de diciembre de 2017. Aun 

cuando Promotora Calle 47 S.A.S. y Alianza Fiduciaria S.A. instauraron recurso de 

apelación en contra de dicha medida, la decisión fue confirmada por el Tribunal 

Administrativo de Bolívar mediante auto del 06 de abril de 2018. Esta decisión fue 

a su vez atacada en sede de tutela por la sociedad Promotora Calle 47 S.A.S., 

acción que fue desestimada en doble instancia por parte del Consejo de Estado. De 

esta manera, la sociedad que represento agotó todos los recursos a su alcance para 

impedir que el proyecto se detuviese en perjuicio suyo y de los compradores de los 

inmuebles por construir, incluida la aquí demandante. 

 

A la luz de lo anteriormente expuesto, se procederá a explicar por qué en el presente 

caos no se configuran los elementos para deducir responsabilidad patrimonial en 

cabeza de mi representada Alianza Fiduciaria S.A., como consecuencia del contrato 

de promesa de compraventa que se estima injustamente incumplido. 

 

4.2.2. AUSENCIA DE LOS ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DE LA RESPONSABILIDAD 

CIVIL EN CABEZA DE LA SOCIEDAD ALIANZA FIDUCIARIA S.A. 

 

Para comprender este punto, se debe recordar que, en materia de derecho de 

daños, la doctrina y la jurisprudencia han explicado las diferentes fuentes de las 

obligaciones que deben ser tenidas en cuenta para justificar su resarcimiento. 

Dentro de estas se encuentra el género amplio de los hechos jurídicos ilícitos, 

entendidos como aquella acción u omisión previamente prohibida por el 

ordenamiento jurídico, y que pueden consistir en el incumplimiento de una 

obligación contractual o legal, o de la violación del deber de prudencia. Este tipo de 

mutaciones de la realidad atribuibles al ser humano son el fundamento de la 

responsabilidad civil, la cual se constituye como la fuente de la obligación de 

indemnizar aquellos daños que se hayan causado con ocasión de dicho estado de 

cosas. 

 

Ahora bien, la responsabilidad civil puede ser entendida desde dos dimensiones, 

dependiendo del origen del daño que se predica. Así, en aquellos eventos en el que 

éste surja con ocasión del incumplimiento de obligaciones contractuales, o de su 

cumplimiento tardío o defectuoso, la responsabilidad que se predique será de 
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carácter contractual. Por el contrario, cuando del daño alegado no constituya el 

incumplimiento de un contrato, la responsabilidad será de orden extracontractual, 

con los diferentes alcances que le asigna la legislación civil en Colombia. En 

cualquiera de estos eventos, el hecho ilícito es el factor común de estos regímenes, 

en los términos indicados líneas arriba. Sin embargo, para que pueda predicarse la 

existencia de responsabilidad civil, debe constatarse igualmente la presencia de un 

nexo de causalidad entre el incumplimiento y el daño, de manera que se logre 

entablar una imputación concreta en cabeza del sujeto que se acusa como 

incumplido4.  

 

Establecido lo anterior, se procederá a indicar por qué en el presente caso no se 

configuran los elementos necesarios para declarar patrimonialmente responsable a 

la sociedad Promotora Calle 47 S.A.S., desestimando cada uno de ellos de cara a 

los hechos relatados en la demanda. 

 

4.2.2.1. NO HAY ACTUACIÓN ANTIJURÍDICA, CULPABLE O NEGLIGENTE EN 

CABEZA DE LA SOCIEDAD ALIANZA FIDUCIARIA S.A. – ACTUACIÓN 

CONFORME A LA LEY Y LAS LICENCIAS EXPEDIDAS Y DESPLIEGUE DE 

ACCIONES EN CONTRA DE SU SUSPENSIÓN JUDICIAL – FALTA DE 

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 

 

Para comenzar, se debe destacar que nunca hubo una actuación negligente ni 

contraria a derecho por parte de la sociedad Alianza Fiduciaria S.A. Este aspecto 

puede ser analizado desde dos ámbitos: desde el punto de vista de las normas 

urbanísticas aplicables y desde el punto de vista de las actuaciones judiciales 

adelantadas en el marco de la acción popular instaurada por el Ministerio de Cultura. 

Además, al no haber sido parte propiamente dentro del contrato de promesa de 

compraventa, no hay legitimación en la causa por pasiva por parte de mi 

representada desde este aspecto. 

 

Por un lado, como se anunció, las licencias que dieron pie a la construcción del 

proyecto Aquarela fueron expedidas en concordancia con la normativa vigente al 

momento de ser solicitadas. Para comenzar, en virtud de lo informado por el 

 
4 Frente a todo lo anterior, ver Tamayo Jaramillo, Javier (2007). Tratado de Responsabilidad Civil – 
Tomo I. Bogotá: Legis. 
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arquitecto Alfonso Rafael Cabrera Cruz, como jefe de la División de Patrimonio 

Cultural del Instituto de Patrimonio y Cultura de Cartagena, previo informe de visita 

técnica, el inmueble ubicado en el barrio Torices, Manzana 186, sector 2, donde se 

adelantó el desarrollo del proyecto inmobiliario no se encontraba localizado en el 

Área de Influencia del Castillo San Felipe, conforme a la delimitación hecha por 

la Resolución 043 de 1994 del Consejo de Monumentos Nacionales. 

 

En virtud de estas consideraciones, y habida cuenta del cumplimiento de los demás 

requisitos legales, la Curaduría Urbana No. 1 de Cartagena expidió las 

Resoluciones No. 0595 del 28 de diciembre de 2015, 0486 del 23 de septiembre de 

2016, 0611 del 2 de diciembre de 2016 y 0363 del 28 de julio de 2017, todas ellas 

atinentes al desarrollo y construcción de las diferentes etapas del proyecto 

Aquarela. 

 

No se deben olvidar los requisitos que normativamente deben ser verificados al 

momento de expedir la licencia, a la luz del Decreto 1077 de 2015: 

 

ARTÍCULO 2.2.6.1.2.2.3 De la revisión del proyecto. El curador urbano o la 

autoridad municipal o distrital encargada de estudiar, tramitar y expedir las Licencias 

deberá revisar el proyecto objeto de la solicitud desde el punto de vista jurídico, 

urbanístico, arquitectónico y estructural, incluyendo la revisión del cumplimiento 

del Reglamento Colombiano de Construcción Sismo Resistente NSR-10 y la 

norma que lo adicione, modifique o sustituya; los diseños estructurales, 

estudios geotécnicos y de suelos y diseños de elementos no estructurales, así 

como el cumplimiento de las normas urbanísticas y de edificación aplicables. 

(…) (Destacado añadido) 

 

Adicionalmente, estas licencias fueron expedidas con fundamento en la 

normatividad urbanística vigente para el predio en el que se desarrolla, esto es el 

Acuerdo No. 0977 del 20 de noviembre de 2001, “por el cual se adopta el Plan de 

Ordenamiento Territorial del Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de Indias”, 

modificado por el Acuerdo No. 033 de 2007, “por medio del cual se modifica 

excepcionalmente el Decreto Distrital 0977 de 2001, Plan de Ordenamiento 

Territorial y se dictan otras disposiciones” y la Circular del 10 de diciembre de 2013, 

mediante la cual se aclaró la interpretación sobre la densidad, el cálculo de las áreas 

de cesión para zonas verdes e infraestructura y los retiros de los proyectos de 



Página 19 de 35 
 

 

vivienda de interés social - VIS, de acuerdo con los requerimientos mínimos 

urbanísticos establecidos en el Acuerdo No. 033 de 2007 y las disposiciones 

contenidas en la Ley 1450 de 2011, la Ley 1537 de 2012 y el Decreto No. 075 de 

2013 para los proyectos VIS. 

 

De otra parte, para la época de expedición de las licencias de construcción del 

proyecto Aquarela, el régimen de conservación y manejo del Centro Histórico de 

Cartagena de Indias estaba contenido en la Resolución No. 043 de 1994 expedida 

por el Consejo de Monumentos Nacionales, hoy Ministerio de Cultura. Los 

contenidos de esta reglamentación no le eran exigibles al proyecto Aquarela, en la 

medida que la manzana catastral en la que se encuentra ubicado no hace parte de 

la zona de influencia y/o periferia histórica del Castillo de San Felipe de Barajas a la 

luz de dicha norma. Aun con la expedición de la Resolución 1709 de 2017, que 

incluyó a los inmuebles destinados por mi mandante para el proyecto Aquarela en 

dicha zona de influencia, la reglamentación de dicha área seguía siendo inaplicable, 

en tanto dicha modificación normativa no tenía, ni tiene, la entidad de dejar sin 

sustento las licencias válidamente expedidas por el curador urbano. Para el caso de 

la solicitud de las licencias de las Etapas 1 a la 4 proyecto Aquarela (incluyendo la 

etapa 2, objeto de este debate), éstas fueron solicitadas, expedidas y debidamente 

ejecutoriadas antes del 15 de junio de 2017, fecha de expedición de la Resolución 

1709 de 2017. 

 

Así las cosas, bajo este marco legal, la solicitud y expedición de las licencias de las 

que fue beneficiaria Promotora Calle 47 S.A.S. no tuvieron ningún vicio de legalidad 

que permita acusar de antijurídica o negligente a la actuación desplegada por parte 

de la sociedad, ni mucho menos de mi representada Alianza Fiduciaria S.A. Lo 

anterior fue así con anterioridad y en el trascurso del desarrollo urbanístico del 

proyecto, así como en el despliegue comercial del proceso de venta de los 

inmuebles por construir. Muy por el contrario, la actuación antijurídica que se 

observa en el presente caso -como lo destaca reiteradamente la parte accionante- 

se deriva de las autoridades estatales involucradas en este asunto (Distrito de 

Cartagena y Corvivienda), así como del propio Ministerio de Cultura, entidad ésta 

que, como se anunció, debe ser vinculada al proceso. 
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Frente al Ministerio de Cultura, cabe reseñar las diferentes actuaciones antijurídicas 

que se han adelantado por parte de los funcionarios de esta cartera en contravía 

del desarrollo del proyecto Aquarela. A pesar de que los sectores antiguos de 

Cartagena se encuentran protegidos como Patrimonio Mundial y Cultural, y de la 

obligación del Ministerio de adoptar un Plan Especial de Manejo y Protección para 

bienes culturales como este5, dicha entidad no adoptó dicho plan sino hasta el mes 

de mayo de 2018, y solo tras múltiples recomendaciones y requerimientos de 

entidades internacionales como el Comité de Patrimonio Mundial6. Asimismo, 

aunque Promotora Calle 47 S.A.S. ha adelantado diversas actuaciones para solicitar 

acercamientos con funcionarios de este ministerio, éste se ha mostrado renuente a 

llegar a fórmulas de arreglo que verdaderamente atiendan a los intereses de la 

constructora (se reitera, titular de diversas licencias legalmente expedidas) y de los 

compradores de las unidades inmobiliarias resultantes de la ejecución del proyecto. 

De esta forma, la desatención de parte del Ministerio de cara a este asunto genera 

una fuente reproche que debe ser tenida en cuenta en este proceso, en los términos 

de la segunda excepción previa planteada en este escrito. 

 

Por otro lado, la sociedad Alianza Fiduciaria S.A. adelantó todas las actuaciones a 

su alcance para evitar que se produjese la suspensión de los efectos de las licencias 

concedidas, así como de las construcciones que se venían efectuando con total 

normalidad. Como se anticipó, en el marco de la acción popular iniciada por el 

Ministerio de Cultura7, mi representada contestó oportunamente la demanda en 

cuestión y se opuso de manera vehemente a la solicitud de medida cautelar 

formulada por dicha autoridad, no obstante lo cual el despacho de conocimiento 

decretó lo pedido por la actora. Esta decisión fue oportunamente impugnada por mi 

representada mediante recurso de apelación, resuelto desfavorablemente en doble 

instancia por parte del juzgado a quo y del Tribunal Administrativo de Bolívar.  

 

 
5 El artículo 4 de Ley 163 de 1959 declaró como monumentos nacionales los sectores antiguos de 
Cartagena, entre otras ciudades. Esta disposición fue recogida posteriormente mediante Decreto 
1911 de 1995, declarando como monumentos nacionales determinados inmuebles ubicados en la 
ciudad de Cartagena de Indias, entre los cuales incluyó el Castillo de San Felipe de Barajas y las 
baterías Colaterales. Asimismo, el Congreso de la República aprobó la Convención para la 
Protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural mediante Ley 63 de 1983. 
6 De ellas, se destacan las reuniones llevadas a cabo en Quebec, Canadá en el año 2008, en 2010 
en Brasilia, Brasil, y en San Petersburgo, Rusia, en 2012. 
7 Inicialmente identificada con radicado 13001333301020170025300, actualmente 
13001333301120180022900. 
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Así las cosas, todo lo anterior demuestra que mi representada Alianza Fiduciaria 

S.A. no permaneció inmóvil de cara a la amenaza al desarrollo del proyecto, al 

observar que ello afectaba sus propios intereses y los de aquellos compradores con 

quienes ya había contraído obligaciones contractuales. Así las cosas, no se puede 

reprochar a esta sociedad la imposibilidad de continuar con el desarrollo del 

proyecto, pues su interés se mantuvo siempre en dar continuidad al mismo en el 

marco de la legalidad y con el objeto de coadyuvar al cumplimiento a lo pactado con 

los promitentes compradores, como lo es la señora Maira Alejandra Pérez Martínez 

en el presente caso. 

 

4.2.2.2. AUSENCIA DE DAÑO CIERTO CONSTITUIDO: LA MEDIDA DE 

SUSPENSIÓN ES APENAS PROVISIONAL Y AÚN PUEDE SER LEVANTADA 

 

Frente al segundo elemento de la responsabilidad, consistente en el daño que se 

alega causado, ha dicho la Corte Suprema de Justicia8: 

 

2.1.2. Para que el daño sea susceptible de ser reparado se requiere que sea 

«‘directo y cierto’ y no meramente 'eventual o hipotético', esto es, que se 

presente como consecuencia de la 'culpa' y que aparezca 'real y efectivamente 

causado' (Sentencias de 26 de enero de 1967 (CXIX, 11-16) y 10 de mayo de 1997, 

entre otras)» (SC, 27 mar. 2003, exp. n.° C-6879); asimismo, debe afectar un interés 

protegido por el orden jurídico (SC13925, 30 sep. 2016, rad. n.° 2005-00174-01). 

(destacado añadido) 

 

En el presente caso, los requisitos destacados no se cumplen de cara al daño que 

alega la parte actora. Por un lado, como se vio, el menoscabo al patrimonio de la 

demandante no se produjo como consecuencia de la culpa de las sociedades 

demandadas, quienes -se reitera- siempre actuaron conforme a derecho y no 

violaron ninguna norma cuyo cumplimiento estuviese a su alcance, al igual que el 

deber general de cuidado exigible a toda persona de negocios. Por otro, al provenir 

de una providencia que dispuso provisionalmente la suspensión del desarrollo del 

proyecto (por vía de la suspensión de las licencias de construcción y de las obras 

en sí mismas), el daño no se ha constituido como cierto a la fecha actual, en tanto 

la medida aún puede ser levantada en el futuro por parte del despacho que la 

 
8 Sentencia del 15 de febrero de 2021, Rad. SC282-2021. M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo. 
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decretó. Así quedó plasmado en la parte considerativa del auto del 06 de diciembre 

de 2017: 

 

“Luego de esta presentación general, es necesario introducir un matiz, y es el de 

reiterar que nos encontramos en una fase preliminar de la causa procesal, por lo 

tanto las apreciaciones que en este momento se viertan no son las propias de la 

emisión de un fallo de fondo, que tiene como presupuesto esencial el surtimiento 

previo del debate probatorio con garantía del principio de contradicción para los 

sujetos procesales. (…)” 

 

Y su parte resolutiva indicó: 

 

“2.1.-ORDENAR la suspensión provisional y de manera inmediata de los efectos 

de los siguientes actos administrativos: (…) 

 

2.2.- ORDENAR la inmediata suspensión de todo tipo de construcción o intervención 

en el proyecto MULTIFAMILIAR - VIS AQUARELA en sus cinco etapas, localizado 

en la carrera 17 No. 35-07 del Barrio Torices - Espinal de la ciudad de Cartagena, 

mientras se surta el presente proceso y hasta tanto se produzca una decisión 

de fondo al respecto”. (destacado añadido) 

 

De las precisiones destacadas, se desprende que la suspensión decretada no es 

definitiva, sino que se encuentra sujeta a lo que se resuelva en el marco de la acción 

popular adelantada por el Ministerio de Cultura. Así las cosas, teniendo en cuenta 

que, conforme al art. 229 del CPACA, el decreto de medidas cautelares proteger y 

garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, 

ello no puede considerarse como una medida definitiva que consolide un daño en 

cabeza de quien se vea afectado por ellas.  

 

Precisamente por el carácter transitorio y provisional de la medida es que se deduce 

que los perjuicios que se alegan causados no pueden estimarse como ciertos, a la 

luz de lo considerado por la Corte Suprema de Justicia, pues el desenlace del 

proceso de acción popular es aún eventual, y una sentencia estimatoria de las 

pretensiones del Ministerio es solo una de múltiples hipótesis que pueden ocurrir en 

un futuro. Lo anterior es así teniendo en cuenta que i) a la fecha de presentación de 

este escrito, el proceso 201800229 aún se encuentra en etapa probatoria de primera 

instancia, y ii) de todas formas, conforme al citado art. 229, “la decisión sobre la 
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medida cautelar no implica prejuzgamiento”, lo que quiere decir que el juez puede 

levantarla y adoptar una decisión en sentido contrario a lo allí dispuesto. 

 

De otra parte, también indica la Corte Suprema de Justicia sobre el daño9: 

 

2.1.3. Tratándose de controversias con origen contractual, también se exige que el 

perjuicio sea previsible, esto es, que del contenido del negocio jurídico o del curso 

normal de los acontecimientos pudiera anticiparse su ocurrencia en caso de 

incumplimiento. «Históricamente, ya se entendió que acaecido el incumplimiento del 

contrato, no pueden ser indemnizables todas las pérdidas que eventualmente pudieran 

tener su origen en la falta de ejecución de las obligaciones, ni tampoco todas las 

ganancias que el acreedor hubiera podido obtener; sino que debe hallarse la medida 

del principio de la indemnización integral... Y ello, porque una severa aplicación del 

principio de la indemnización integral imputaría al deudor un riesgo exorbitante, 

dificultando el tráfico jurídico y económico»10. 

 

Así las cosas, estas consideraciones deben ser tenidas en cuenta para el caso sub 

examine. Como se ha reiterado a lo largo de este documento, en el momento en el 

que se expidieron las licencias de construcción del proyecto Aquarela y que se inició 

el desarrollo de las obras, era absolutamente imprevisible de parte de mi 

representada que el Ministerio de Cultura fuese a modificar el área de influencia del 

Castillo de San Felipe de Barajas, o siquiera que dicha autoridad adelantaría una 

acción popular que derivaría en una medida cautelar de suspensión de dichas 

actuaciones. Así las cosas, en el curso normal del desarrollo del proyecto, no se 

podía prever -ni siquiera de forma absolutamente extrema- que las autoridades 

administrativas y judiciales detendrían intempestivamente el desarrollo del proyecto, 

en detrimento de la constructora y, por supuesto, de los promitentes compradores 

que buscaban beneficiarse del proyecto. Valga la pena destacar que la aquí 

demandada nunca actuó con dolo de cara a estas circunstancias, pues su interés 

siempre estuvo puesto en llevar el proyecto inmobiliario a feliz término. 

 

 
9 Ejusdem. 
10 María Luisa Palazón Garrido, La Indemnización de Daños y Perjuicios derivados del 
Incumpilmiento del Contrato. En Sixto Sánchez Lorenzo, Derecho Contractual Comparado, Thomson 
Reuters, 2 Ed., España, 2013, p. 1608. 
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Dicho lo anterior, no se cumple desde ningún punto de vista la configuración de un 

daño civilmente indemnizable, en tanto no cumple con los requisitos de ser cierto, 

directo y previsible, a la luz de las directrices fijadas jurisprudencialmente para ello. 

 

4.2.2.3. AUSENCIA ABSOLUTA DE VÍNCULO DE IMPUTACIÓN FRENTE A 

ALIANZA FIDUCIARIA S.A.: FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR 

PASIVA 

 

Es del caso destacar que, incluso si se llegase a la conclusión de que se produjo un 

daño (patrimonial o extrapatrimonial) en cabeza de la señora Maira Alejandra Pérez 

Martínez, éste no es de ninguna forma imputable a la actuación de mi representada 

Alianza Fiduciaria S.A. Esta sociedad, en consecuencia, no se encuentra obligada 

al pago de la indemnización de perjuicios deprecada. Lo anterior es así teniendo en 

cuenta que, como se anticipó, ella no es parte dentro del contrato de promesa de 

compraventa suscrito con la demandante, aspecto que demuestra su manifiesta 

ausencia de legitimación en la causa por pasiva. 

 

Frente a este concepto, ha dicho el Consejo de Estado11: 

 

De lo anterior se colige que la legitimación en la causa por pasiva es entendida como 

la calidad que tiene una persona para formular o contradecir las pretensiones 

de la demanda, por cuanto es sujeto de la relación jurídica sustancial, por lo que 

para poder predicar esta calidad es necesario probar la existencia de dicha 

relación. En tal orden, cabe destacar que al expediente no se allegó prueba de 

ningún vínculo existente entre la citada sociedad y el Instituto Nacional de 

Concesiones – INCO, razón por la cual no es dable condenar a una sociedad sin 

existir elementos de juicio suficientes para ello, pues no se acreditó la existencia de 

una relación jurídica-sustancial. 

 

Así, tal y como se anunció líneas arriba, esta circunstancia enerva igualmente este 

último elemento de la responsabilidad que se pretende achacar. 

 

Ahora bien, en el eventual e improbable caso en el que sededuzca algún vínculo de 

imputación por vía contractual sobre Alianza Fiduciaria S.A., es del caso destacar 

 
11 Sentencia del 09 de agosto de 2012, rad. 73001-23-31-000-2010-00472-01(AP). C.P. Marco 
Antonio Velilla Moreno (E). 
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que el cumplimiento de las obligaciones consagradas en el contrato no pudo llevarse 

a cabo por circunstancias ajenas a mi representada. Como fundamento de esta 

circunstancia, cabe recordar lo dispuesto por el art. 1616 del Código Civil dentro de 

la regulación de los efectos de las obligaciones: 

 

ARTICULO 1616. <RESPONSABILIDAD DEL DEUDOR EN LA CAUSACION DE 

PERJUICIOS>. Si no se puede imputar dolo al deudor, solo es responsable de los 

perjuicios que se previeron o pudieron preverse al tiempo del contrato; pero si hay 

dolo, es responsable de todos los perjuicios que fueron consecuencia inmediata o 

directa de no haberse cumplido la obligación o de haberse demorado su 

cumplimiento. 

 

La mora producida por fuerza mayor o caso fortuito, no da lugar a 

indemnización de perjuicios. (…) 

 

Por un lado, el primer inciso de esta norma solo reitera lo expuesto en el acápite 

anterior sobre la exigencia de la previsibilidad del daño. Por otro, el inciso segundo 

que se destaca es claro al consagrar la fuerza mayor y el caso fortuito como 

circunstancias que eximen de responsabilidad al deudor en caso de mora, entendida 

como el incumplimiento de las obligaciones pactadas contractualmente. 

 

Descendiendo al caso concreto, la mora alegada en la demanda (la no suscripción 

de la escritura pública de cumplimiento del contrato de promesa de compraventa) 

no obedeció a la negligencia o inejecución dolosa de parte Promotora Calle 47 

S.A.S. (quien, se reitera, es la verdadera contraparte contractual), sino a 

circunstancias ajenas a ella. En concreto, como ya se expuso, la suspensión de la 

construcción tuvo como consecuencia una orden judicial proveniente del Juzgado 

Décimo Administrativo del Circuito de Cartagena, despacho que ordenó la 

suspensión de licencias y obras en el marco de la acción popular instaurada por el 

Ministerio de Cultura. Se debe enfatizar que la medida cautelar en cuestión no se 

originó como consecuencia del actuar de la sociedad Promotora Calle 47 S.A.S. o 

de mi representada Alianza Fiduciaria S.A., sino que se originó en la solicitud que 

en tal sentido elevó el Ministerio de Cultura e el marco de la acción popular 

promovida. 
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Todo lo anterior constituye un evento de fuerza mayor o caso fortuito que elimina de 

tajo cualquier nexo causal que se quiera sostener entre mi representada y el daño 

que se alega. Sobre este aspecto, ha indicado el Consejo de Estado12: 

 

“En primer término, se recuerda el concepto de fuerza mayor definido en el artículo 

64 del Código Civil, así: 

 

“Artículo 64. Fuerza mayor o caso fortuito. Se llama fuerza mayor o caso fortuito 

el imprevisto o que no es posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el 

apresamiento de enemigos, los actos de autoridad ejercidos por un 

funcionario público, etc.”. 

  

”Sobre la apreciación de la fuerza mayor o caso fortuito, se comparte el siguiente 

análisis de la Corte Suprema de Justicia, en el cual se destacan los elementos de 

imprevisión e irresistibilidad, además del concepto de “ajeneidad” que caracteriza esta 

figura jurídica:  

 

“2.1. Respecto de las dos primeras modalidades, el artículo 64 del Código Civil 

considera como «(…) fuerza mayor o caso fortuito el imprevisto a que no es 

posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, 

los actos de autoridad ejercidos por un funcionario público, etc.». 

 

“La unidad conceptual o sinonimia establecida por el legislador se explica en que 

«no existe realmente diferencia apreciable en términos de la función que ambas 

están llamadas a cumplir en el ámbito de la legislación civil vigente»13, 

refiriéndose ellas, en esencia, a acontecimientos anónimos, imprevisibles, 

irresistibles y externos a la actividad del deudor o de quien se pretende lo 

sea, demostrativos en cuanto tales, del surgimiento de una causa extraña, 

no atribuible a aquel. 

 

“Por tanto, para poder predicar su existencia, se impone establecer que el citado 

a responder estuvo en imposibilidad absoluta de enfrentar el hecho dañoso, 

del cual él es ajeno, debido a la aparición de un obstáculo insuperable. 

 

“Al respecto, se han considerado como presupuestos de tales situaciones 

exonerativas de responsabilidad, la imprevisibilidad e irresistibilidad del 

acontecimiento, entendida aquella como la irrupción súbita de un suceso 

imposible de eludir, a pesar de la diligencia y cuidado observados con tal fin, para 

cuya evaluación en cada caso concreto, deberán tenerse en cuenta criterios como 

«1) El referente a su normalidad y frecuencia; 2) El atinente a la probabilidad de 

su realización, y 3) El concerniente a su carácter inopinado, excepcional y 

sorpresivo» (CSJ SC 6 ago. 2009, rad. 2001-00152-01). 

 

“La irresistibilidad, por su parte, atañe a la imposibilidad objetiva absoluta de 

evitar el suceso imprevisto y sus consecuencias, no obstante los medios 

empleados para contrarrestarlo o sobreponerse a él y a su desenlace, o en 

otros términos, cuando en las mismas condiciones del demandado y atendiendo 

 
12 Sentencia del 21 de julio de 2020, Rad. 25000-23-36-000-2015-02461-01(62645). C.P. Marta 
Nubia Velásquez Rico. 
13 Hace parte de la cita: “Sentencia CSJ SC 26 nov. 1999, rad. 5220”. 
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la naturaleza del hecho, ninguna otra persona hubiera podido enfrentar sus 

efectos perturbadores. En tales condiciones, no sería viable deducir 

responsabilidad, pues nadie es obligado a lo imposible. La imposibilidad relativa, 

por tanto, o viabilidad de que, con algún esfuerzo, quien enfrenta la situación 

supere el resultado lesivo, descarta la irresistibilidad”.14 

(Cursiva en el original, destacado añadido) 

 

A la luz de estas directrices, es claro que concurren los elementos básicos para 

tener por constituida una circunstancia de fuerza mayor que impidió el cumplimiento 

de la promesa de compraventa. Para comenzar, uno de los casos típicos previstos 

en el art. 64 del Código Civil es el que aquí se configura, consistente en el acto de 

autoridad ejercido por un funcionario público: el juzgado de conocimiento de la 

acción popular. La irresistibilidad de la orden dictada en el auto que resolvió las 

medidas cautelares se mantuvo a pesar de todos los esfuerzos desplegados por la 

Promotora Calle 47 S.A.S. y Alianza Fiduciaria S.A., esto es, los recursos ordinarios 

interpuestos en el marco de la acción popular y la posterior acción de tutela por 

parte de la primera que resultó infructuosa, situación que demuestra la “la 

imposibilidad objetiva absoluta de evitar el suceso imprevisto y sus consecuencias, 

no obstante los medios empleados para contrarrestarlo o sobreponerse a él y a su 

desenlace”, en palabras de la jurisprudencia en cita. 

 

Desde el punto de vista de la imprevisibilidad, como se ha dicho, las actuaciones 

administrativas de parte de las autoridades nacionales y distritales generaron 

razones objetivas para considerar que el proyecto se estaba desarrollando 

legalmente, y que no sobrevendría una decisión judicial que pudiese detenerlo o 

reversarlo. Entre ellas, se pueden enunciar las siguientes: 

  

1. Por parte del Ministerio de Cultura, éste no había adoptado decisión alguna 

que limitase el desarrollo de proyecto en la ubicación específica de los 

inmuebles, cosa que solo ocurrió en los años 2017 y 2018 con la expedición 

de las Resoluciones 1709 y 1560 (ampliación de la zona de influencia del 

Castillo de San Felipe y su PEMP, respectivamente). De hecho, estos actos 

posteriores confirman, que para el momento de la concesión de la licencia, 

 
14 Corte Suprema de Justicia, magistrado ponente Luis Alonso Rico Puerta, sentencia SC1230-2018 
de 25 de abril de 2018, radicación n.° 08001-31-03-003-2006-00251-01 [recurso de casación 
interpuesto por el Banco Agrario de Colombia S.A., frente a la sentencia de 2 de diciembre de 2013, 
proferida por la Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla, dentro 
del proceso ordinario promovido por la Caja de Compensación Familiar – CAJACOPI – Atlántico]. 
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se cumplía con todos los requisitos para la expedición de las licencias, y es 

a la luz de las normas entonces vigentes que dichos actos administrativos 

deben ser analizados. 

 

Asimismo, entre marzo y octubre de 2017, fechas para las cuales ya se 

habían iniciado las obras del proyecto Aquarela, varios funcionarios del 

Ministerio de Cultura estuvieron en la ciudad de Cartagena en diversas visitas 

de carácter oficial, en las que eran fácilmente constatables los avances del 

proyecto. Específicamente, la entonces Ministra de Cultura Mariana Garcés, 

y el Director de Patrimonio Alberto Escovar, estuvieron cinco y trece veces 

respectivamente. 

 

De otro lado, se destacan las manifestaciones del mismo Ministerio de cara 

a las fallas en que incurrió frente a la protección del Castillo de San Felipe de 

Barajas. Así se pronunció, por ejemplo, la Arquitecta Mónica Orduña, asesora 

del Grupo de Intervención de la Dirección de Patrimonio de esa entidad: 

 

“Como nación primero fallamos frente a la respuesta inmediata que debimos 

haber dado, por supuesto como estado somos un poco más lentos que si 

fuésemos particulares y nuestra respuesta tardo casi ocho meses en 

desembocar en una acción popular, lo que da lugar a que se siguiera 

desarrollando la obra en condiciones normales. Fallamos frente a nuestros 

propios instrumentos jurídicos para atender este tipo de actuaciones, que ya 

preveíamos que iba a producir un impacto importante en la ciudad, y que 

entendiendo que a pesar de estas fuera de las competencias jurídicas de la 

nación, siendo competencia del territorio hubiésemos podido participar en las 

discusiones y aportar para que el proyecto tuviera una connotación distinta 

(…)”15  

 

De igual forma, en marzo de 2018, el Director de Patrimonio del Ministerio de 

Cultura, Alberto Escovar, a su llegada a Cartagena para socializar el Plan 

Especial de Manejo y Protección de las fortificaciones, manifestó: “Si el Plan 

Especial de Manejo y Protección (PEMP) de las fortificaciones hubiese 

 
15 Manifestación efectuada en las jornadas internacionales de reflexión en patrimonio cultural 
celebrado el 28 de agosto de 2018 en el Teatro Heredia de Cartagena, organizado por la Sociedad 
Colombiana de Arquitectos. 
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estado listo con anterioridad, sin duda el proyecto de Viviendas de Interés 

Social (VIS) Aquarela no hubiese arrancado”.  

 

2. Por parte del Distrito de Cartagena, la Circular del 10 de diciembre de 2013 

de la Secretaría de Planeación Distrital daba pie para adelantar el proyecto 

Aquarela en las condiciones en que se estructuró, al reconocer que: “El POT 

Distrital no regula en concreto los proyectos de vivienda de interés social, en 

lo referente a las normas que obstaculizan o limitan el desarrollo de este tipo 

de proyectos (…)”, y que “la regulación de altura a que hace referencia la 

norma antes transcrita solo tiene aplicación frente a los predios con áreas 

menores a las permitidas”. En definitiva, concluye que la altura permitida es 

aquella que resulta de aplicar la densidad y los aislamientos exigidos en la 

norma. 

 

Asimismo, el 28 de abril de 2015, el Gerente (E) del Fondo de Vivienda de 

Interés Social y Reforma Urbana Distrital “CORVIVIENDA” certificó: “Que el 

proyecto multifamiliar ACUARELA, presentado por el arquitecto CLAUDIO 

RESTREPO, identificado con Matrícula profesional 0570040056 del 

Atlántico, CUMPLE, con el valor, el cual no excede, ciento treinta y cinco 

salarios mínimos mensuales legales vigentes (135 SMLMV), para 

catalogarse como Vivienda de Interés Social”, certificación reiterada 

mediante Resolución 082-2017 del 28 de febrero de 2017. 

 

Estos antecedentes administrativos, ligados al trámite urbanístico del proyecto 

Aquarela, eliminaban cualquier viso de ilegalidad que pudiese predicarse de su 

desarrollo, al tener la anuencia de las autoridades competentes para ello durante un 

periodo prolongado de tiempo. Así las cosas, se observa la imprevisibilidad de las 

medidas que impidieron dar cumplimiento al contrato de promesa de compraventa 

que en esta ocasión da fundamento a la demanda, aspecto que consolida la causal 

eximente de responsabilidad en cabeza de la sociedad Promotora Calle 47 S.A.S. 

(y por contera de Alianza Fiduciaria S.A.). 

 

No sobra recordar las consecuencias de haber continuado con el proyecto en 

contravía de la orden judicial dictada por el juez de la acción popular. Como lo 

advirtió este despacho en la parte resolutiva del fallo, “Para el cumplimiento de lo 
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anterior, una vez en firme el presente auto, se oficiará al DISTRITO TURÍSTICO Y 

CULTURAL DE CARTAGENA DE INDIAS para que ejerza su función de control y 

vigilancia garantizando que no se efectúe ningún tipo de intervención en la referida 

obra”. Así las cosas, no se podía insistir en la construcción de la obra según su 

cronograma inicial (incluida la suscripción de la correspondiente escritura pública de 

cumplimiento para este caso), so pena de las sanciones urbanísticas y policivas por 

el desconocimiento de la orden judicial en cita. 

 

Ahora bien, tal y como lo rescata la misma parte demandante en el libelo 

introductorio, ha sido el mismo Consejo de Estado quien ha desarrollado el título de 

imputación de responsabilidad extracontractual en cabeza del Estado en eventos 

en que se produzcan daños con ocasión de actos administrativos legalmente 

expedidos (esto es, cuya validez no se controvierta). Así fue señalado, por ejemplo, 

en sentencia del 03 de abril de 201316: 

 

La Sala ha reconocido la viabilidad de la acción de reparación directa por los 

perjuicios causados por la expedición de un acto administrativo cuya legalidad no se 

discuta en el curso del proceso, puesto que se reconoce que el ejercicio de la función 

administrativa ajustado al ordenamiento jurídico puede generar un rompimiento del 

equilibrio de las cargas públicas que deben soportar todos los ciudadanos; como es 

evidente, en esta hipótesis la procedencia de la acción de reparación directa 

depende principalmente de la ausencia de cuestionamiento respecto de la legalidad 

del acto administrativo que generó los perjuicios alegados por la parte actora.” 

 

Por esta razón, incluso tomando como base las licencias de construcción 

legalmente proferidas, los daños ocasionados por su expedición deben ser 

imputadas a la entidad pública correspondiente, desvinculando de toda culpa al 

titular que actuó de buena fe en el trámite de su consecución (en este caso, 

promotora Calle 47 S.A.S.) y a la vocera del fideicomiso creado para una mejor 

gestión del proyecto Aquarela (Alianza Fiduciaria S.A.). 

 

Así las cosas, todo lo anterior corrobora la desestimación del último elemento de la 

responsabilidad que se achaca, esto es, el nexo de causalidad entre el daño 

alegado y la actuación de mi mandante. 

 
16 Sentencia del 03 de abril de 2013, rad. 52001-23-31-000-1999-00959-01(26437). C.P. Mauricio 
Fajardo Gómez. 
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4.2.3. CONCLUSIÓN 

 

Como conclusión de todo lo que se viene de exponer, no existen los presupuestos 

para declarar civil y patrimonialmente responsable a la sociedad Alianza Fiduciaria 

S.A. en el presente caso, por lo que se deben desestimar las pretensiones dirigidas 

hacia ella. 

 

5. PRUEBAS 

 

5.1. PRUEBAS DOCUMENTALES QUE SE APORTAN 

 

Con la presente contestación se allegan las siguientes pruebas documentales: 

1. Resolución 043 del 26 de octubre de 1994 expedida por el Consejo de 

Monumentos Nacionales, “Por la cual se aprueba la Reglamentación para el 

Centro Histórico de Cartagena de Indias, Bolívar”. 

2. Circular del 10 de diciembre de 2013, emitida por la Secretaría de Planeación 

Distrital de Cartagena de Indias. 

3. Certificación 0706 del 28 de abril de 2015 expedida por Corvivienda, por medio 

de la cual certifica que el proyecto Aquarela cumple con el valor para catalogarse 

como vivienda de interés social. 

4. Oficio IPC-OFI-0000652-2015 del 04 de mayo de 2015 expedido por el Jefe de 

la División de Patrimonio Cultural del Instituto de Patrimonio y Cultura de 

Cartagena. 

5. Resolución 1709 de 2017 expedida por el Ministerio de Cultura, “Por la cual se 

modifica la Resolución 043 de 1994 por la cual se aprueba la reglamentación 

para el centro histórico de Cartagena de Indias, Bolívar; declarado monumento 

nacional hoy Bien de Interés Cultural del Ámbito Nacional”. 

6. Memorial de oposición a la solicitud de medida cautelar del proceso de acción 

popular 2017-253, del 03 de noviembre de 2017, presentado por la sociedad 

Promotora Calle 47 S.A.S. 
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7. Recurso de apelación presentado por la sociedad Promotora Calle 47 S.A.S. en 

contra del auto del 06 de diciembre de 2017, por medio del cual se decretaron 

medidas cautelares en el proceso 2017-253. 

8. Escrito de la acción de tutela contra providencia judicial interpuesto por la 

sociedad Promotora Calle 47 S.A.S. contra la decisión del Tribunal 

Administrativo de Bolívar que confirmó el decreto de medidas cautelares. 

9. Fallo del 12 de diciembre de 2018 proferido por la Sección Cuarta del Consejo 

de Estado, por medio del cual se resolvió en primera instancia la acción de tutela 

contra providencia judicial. 

10. Impugnación contra el fallo de tutela de primera instancia. 

11. Fallo de segunda instancia del 21 de febrero de 2019 proferido por la Sección 

Segunda del Consejo de Estado, por medio de la cual se resolvió la 

impugnación. 

12. Resolución 0595 del 28 de diciembre de 2015, expedida por el Curador Urbano 

N.° 1 de Cartagena. 

13. Resolución 0470 del 12 de septiembre de 2016, expedida por el Curador Urbano 

N.° 1 de Cartagena. 

14. Resolución 0486 del 23 de septiembre de 2016, expedida por el Curador Urbano 

N.° 1 de Cartagena. 

15. Resolución 0611 del 02 de diciembre de 2016, expedida por el Curador Urbano 

N.° 1 de Cartagena. 

16. Resolución 0363 del 28 de julio de 2017, expedida por el Curador Urbano N.° 1 

de Cartagena. 

17. Resolución 082-2017 expedida por Corvivienda, “Por medio de la cual so 

resuelve sobre una solicitud de certificación, de un predio o proyecto en la 

categoría legal de Vivienda de Interés Social (CERTIVIS) al proyecto 

AQUARELA”. 
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18. Impresión de la noticia titulada “Posición del Ministerio de Cultura sobre proyecto 

de vivienda ‘Aquarela’ en Cartagena”, del 19 de octubre de 2017, publicada en 

la página web del Ministerio de Cultura. 

19. Impresión de la noticia titulada “PEMP de fortificaciones hubiese frenado a 

Aquarela: Mincultura”, del 10 de marzo de 2018, publicada en la página web del 

Diario El Universal. 

20. Contrato de fiducia mercantil irrevocable de administración inmobiliaria - 

Fideicomiso Aquarela, constituido mediante documento privado del 13 de julio 

de 2015. 

21. Contrato de promesa de compraventa suscrito entre la sociedad Promotora Calle 

47 S.A.S. y la señora Maira Alejandra Pérez Martínez. 

22. Carta de instrucciones dirigida a la sociedad Alianza Fiduciaria S.A. frente al 

proyecto Aquarela. 

23.  Actuaciones adelantadas por Alianza Fiduciaria S.A. dentro del proceso de 

acción popular 2017-253 (contestación y recursos contra el auto que decretó la 

medida cautelar).  

24. Decisiones traducidas al español adoptadas por el Comité de Patrimonio Mundial 

en los encuentros sostenidos en las ciudades de Quebec (2008), 2010 (Brasilia) 

y 2012 (San Petersburgo), donde constan las recomendaciones 

dadas al Estado Colombiano con relación a la protección de los bienes 

culturales de Cartagena. 

25. Peticiones elevadas ante el Ministerio de Cultura, indagando acerca de la 

expedición del PEMP atinente al castillo de San Felipe, y sus respuestas de los 

meses de julio y agosto de 2016 indicando acerca de su no expedición a la fecha. 

26. Memorial a través del cual se solicitó reunión al Ministerio de Cultura para hablar 

sobre el proyecto Aquarela. 

27. Comunicación 122-0004-2018 de 3 de septiembre de 2018, a través del 

cual el Ministerio de Cultura negó la solicitud de reunión realizada. 

28. Acta de reunión sostenida en el marco de la acción popular 2018-229 entre 

Promotora Calle 47 SAS y otras entidades ante el Ministerio de Cultura. 
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5.2. PRUEBAS DOCUMENTALES QUE SE SOLICITAN 

 

Al amparo del art. 275 del CGP, solicito que se oficie a la Secretaría de Planeación 

del Distrito T. y C. de Cartagena de Indias para que allegue con destino al presente 

proceso copia íntegra del expediente administrativo contentivo de las licencias 

urbanísticas expedidas para el desarrollo del proyecto Aquarela. Lo anterior es 

procedente en atención a que, conforme al art. 2.2.6.1.2.3.13 del Decreto 1077 de 

2015 (como fue modificado por el art. 26 del Decreto 1783 de 2021), aquellos 

antecedentes se encuentran en su poder: 

 

ARTÍCULO 2.2.6.1.2.3.13 Archivo del expediente de la licencia urbanística 

otorgada. Componen el expediente de la licencia urbanística otorgada, los actos 

administrativos que se expidan, los documentos presentados y expedidos durante el 

trámite y los planos definitivos, así como aquellos presentados o expedidos 

posteriormente relacionados con las aclaraciones, prórrogas, revalidaciones y 

modificaciones, entre otros. El manejo, organización y conservación de los documentos 

de que trata el inciso anterior atenderá lo dispuesto en la Ley 594 de 2000 o la norma 

que la adicione, modifique o sustituya y su reglamento. Corresponde a las oficinas 

de planeación municipal o distrital, la preservación, manejo y custodia de los 

archivos remitidos por los curadores urbanos. (destacado añadido) 

 

5.3. TESTIMONIALES QUE SE SOLICITAN 

 

Se solicita la práctica de los testimonios de las siguientes personas: 

 

1. Alberto Escovar Wilson-White, identificado con C.C. 80.413.882, quien 

funge como Dirección de Patrimonio y Memoria del Ministerio de Cultura. 

Puede ser citado en la Calle 9 No. 8-31 de la ciudad Bogotá D.C. (Ministerio 

de Cultura). El objeto de este testimonio se encamina al esclarecimiento de 

las actuaciones y omisiones de parte del Ministerio de Cultura de cara al 

desarrollo del proyecto Aquarela, así como las afectaciones derivadas de 

ellas, los trámites realizados por esta cartera para la adopción del Plan 

Especial de Manejo y protección de las murallas y el Castillo de San Felipe 

de Barajas, las actuaciones del Gobierno Nacional ante la UNESCO y demás 

hechos relacionados. 
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2.  Nelson Roberto Ballén Romero, identificado con C.C. 79.118.384, quien 

funge funcionario del área jurídica del Ministerio de Cultura. Puede ser citado 

en la Calle 11 No. 5-16 de la ciudad de Bogotá. El objeto de este testimonio 

es el esclarecimiento de las actuaciones del Ministerio ante las diferentes 

autoridades nacionales e internacionales relacionadas con el proyecto 

Aquarela y la preservación del Castillo de San Felipe de Barajas. 

 

3. Juan Manuel Vargas Ayala, identificado con C.C. 79.147.603, quien funge 

como funcionario del área jurídica del Ministerio de Cultura. Puede ser citado 

en la Cra. 8 No 8-55 de la ciudad de Bogotá. Solicito que sea citado con el 

fin de rendir testimonio sobre las actuaciones del Ministerio de Cultura ante 

las distintas autoridades nacionales e internacionales relacionadas con el 

proyecto Aquarela y la preservación del Castillo San Felipe de Barajas.  

 

6. ANEXOS 

∞ Lo enunciado en el acápite de pruebas documentales. 

∞ Poder debidamente otorgado por la sociedad ALIANZA FIDUCIARIA S.A. para 

actuar en el presente asunto. 

∞ Certificado de existencia y representación legal de la sociedad ALIANZA 

FIDUCIARIA S.A. expedido por la Cámara de Comercio de Bogotá. 

∞ Certificado de existencia y representación legal de la sociedad ALIANZA 

FIDUCIARIA S.A. expedido por la Superintendencia Financiera de Colombia. 

 

7.  NOTIFICACIONES 

 

La sociedad ALIANZA FIDUCIARIA S.A. recibe notificaciones en la dirección Avenida 

Calle 72 No. 6 – 30, Edificio Fernando Mazuera (Piso 14) o en el correo electrónico 

dpublico@pgplegal.com. 

 

Respetuosamente, 

 

DAVID GARZÓN GÓMEZ  

C.C. No. 80.816.796 de Bogotá D.C.   

T.P. No. 162.041 del C. S. de la J. 

mailto:dpublico@pgplegal.com

